ACCIÓN DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

RADICACIÓN: 66001 31 87 001 2019 00033 01
ACCIONANTE: FIDEL MANUEL POLANCO FRANQUINIS
ACCIONADO: MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES Y OTROS
ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHOS INMIGRANTES VENEZOLANOS / PERMISO ESPECIAL DE PERMANENCIA / REQUISITOS / IMPOSIBILIDAD DE DESCONOCERLOS SO PENA DE VULNERAR EL DERECHO A LA IGUALDAD DE LAS DEMÁS PERSONAS.
En el caso sub examine, el impugnante insiste en que el juez de tutela debe ordenar a las entidades accionadas que expidan el Permiso Especial de Permanencia PEP, toda vez que en su momento se inscribió en el Registro Administrativo de Migrantes Venezolanos RAMV, de lo cual aportó una copia (Fl.30). Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-074 de 2019 hizo un recuento de todas las medidas que el Gobierno colombiano ha establecido para remover obstáculos y garantizar una mejor movilidad de quienes provienen de Venezuela y que no cuentan con los documentos que generalmente se exigen para regularizar la permanencia en otro país. En ese sentido, describió la necesidad de expedir los siguientes documentos conforme las respectivas leyes o decretos, así:
“(…) -
Al expedir la Resolución 5797 de 2017, el Ministerio de Relaciones Exteriores creó el Permiso Especial de Permanencia (PEP) a fin de permitir a los migrantes venezolanos permanecer en el país hasta por dos años de manera regular, tiempo dentro del cual deben realizar el trámite y obtener una visa válida para quedarse en Colombia. Para obtener dicho permiso, la persona debe: (i) encontrarse en territorio colombiano al momento de la publicación de la resolución; (ii) haber ingresado al territorio por un Puesto de Control Migratorio habilitado, con su respectivo pasaporte; (iii) no tener antecedentes judiciales a nivel nacional e internacional y; (iv) no tener una medida de deportación o expulsión vigente”. (…)
De acuerdo con los precedentes jurisprudenciales, para esta Sala el hecho de que el señor Polanco Franquinis hubiera realizado el registro administrativo tal como se observa en el formato que allegó del RAMV…, ese trámite solo tiene efectos informativos y no le otorga ningún estatus migratorio y por ello no puede decirse que está autorizado para permanecer de forma regular en este país.  De tal manera, que el accionante deberá adelantar el procedimiento administrativo migratorio, tal como lo instó el Juez 2º Penal Municipal de Pereira en el fallo de tutela proferido el 16 de octubre de 2018 a favor del señor Polanco Franquinis…, ya que no existe constancia en la foliatura de que el actor haya adelantado esa diligencia o se hubiera afiliado al Sistema General de Seguridad Social en Salud. (…)
Así las cosas, el juez constitucional no puede intervenir en este caso específico y pasar por alto trámites legalmente determinados para beneficiar al accionante sin el cumplimiento de las exigencias legales que se han dispuesto para el trámite reclamado, pues acceder a sus pretensiones sería como ir en contra del mismo y a sabiendas de que son de obligatorio cumplimiento no sólo para las instituciones sino para los demás nacionales venezolanos, lo que generaría la vulneración de los derechos a la igualdad y al debido proceso de las demás personas extranjeras de nacionalidad venezolana que han acatado las normas para acceder al PEP RAMV.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, once (11) de septiembre de dos mil diecinueve (2019)
Aprobado por Acta No.808
Hora: 3:40 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el señor Fidel Manuel Polanco Franquinis frente al fallo proferido el día 22 de julio del año 2019 por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la ciudad de Pereira, dentro de la acción de tutela que instauró en contra del Ministerio de Relaciones Exteriores y Otros, por considerar vulnerados los derechos fundamentales a la Vida Digna, Integridad Personal, Asistencia y protección en salud, Igualdad frente a los nacionales colombianos. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. El señor Fidel Manuel Polanco Franquinis informó que es ciudadano venezolano, que tiene 69 años de edad, se encuentra desempleado y radicado en el municipio de Dosquebradas en condición de emigrante.

El actor mencionó que mediante fallo proferido el 30 de octubre de 2018 por el Juzgado 2º Municipal Penal con Funciones de Conocimiento, se tutelaron sus derechos fundamentales invocados en esa oportunidad y el despacho emitió las órdenes pertinentes a la Secretaría Departamental de Salud de Risaralda, decisión que fue confirmada por el Juzgado 3º Penal del Circuito de esta capital 21 de enero de 2019, pero hasta la fecha no tiene el permiso especial de permanencia el cual requiere para tener acceso integral a los servicios de salud.  Lo anterior, por cuanto lo resuelto en la primera instancia fue muy limitado en lo referente a la atención en salud, toda vez que solo puede acceder a urgencias, pese a que requiere de la atención integral de todos los servicios médicos, por el derecho a la igualdad respecto de los nacionales colombianos, pues para poder acceder a todos los servicios médicos asistenciales debe solicitar un permiso de permanencia, pero no ha sido expedido aduciendo que no se encuentra registrado en el sistema.

Por lo anterior, el accionante solicitó que se tutelaran sus derechos fundamentales a la vida digna, integridad personal, asistencia y protección en salud, igualdad frente a los nacionales colombianos, vulnerados por el Ministerio de Relaciones Exteriores y la Unidad Nacional de Riesgos y que en consecuencia, se ordenara a dichas entidades que en el término de 48 horas o menos, expidiera de manera gratuita el permiso especial de permanencia RAMV, en condición de emigrante venezolano, censado desde el primer día de inscripción de los originarios de ese país en Colombia (Fls. 1-4).
Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 5 - 34). 

3. RESPUESTA DE LAS ENTIDADES ACCIONADAS

3.1. UNIDAD NACIONAL PARA LA GESTION DEL RIESGO DE DESASTRES - UNGRD
Señaló que ninguno de los hechos expuestos en la demanda le constan y en tal sentido, no pueden pronunciarse de fondo al respecto.  Sin embargo, se revisó la base de datos del Registro Administrativo de Migrantes Venezolanos RAMV, que administra esa entidad, donde se halló que el señor Polanco Franquinis no se encuentra registrado en el mismo. Por lo tanto, se opuso a las peticiones solicitadas por el accionante contra dicha entidad, por considerar que no ha incurrido ni por acción ni por omisión en la vulneración de los derechos fundamentales alegados por el mismo.

Explicó que esa dependencia no tiene competencia para expedir el Permiso Especial de Permanencia PEP, ni para ordenar a las entidades prestadoras del servicio de salud, la prestación de servicios médicos como lo pretende el accionante, pues según las normas por medio de las cuales fue creada la UNGRD y las que señalan sus funciones y competencias, esencialmente le corresponde la dirección y coordinación de formulación, implementación y evaluación de la política pública nacional en materia de gestión de riesgo de desastres.
Solicitó que se exonerara a la UNGRD de cualquier responsabilidad en el presente trámite y en tal virtud, se desvinculara del mismo (Fls. 46-49). 
3.2. UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL MIGRACION COLOMBIA – UAEMC.

Explicó las funciones otorgadas y trasladadas por parte el Gobierno Nacional a esta entidad sobre el tema migratorio, al haber suprimido al Departamento Administrativo de Seguridad DAS.  De tal manera, que no tiene competencia para la prestación del servicio de salud o la afiliación de extranjeros al Sistema de Seguridad Social en Salud. 
Indicó que frente al caso del actor, solicitó un informe a la Regional de Antioquia UAMEC acerca de la condición migratoria del actor y al respecto, se pudo establecer que el señor Polanco Franquinis se encuentra en condición “irregular”, al no haber ingresado por ningún puesto de control migratorio habilitado, incurriendo en dos posibles infracciones a la normatividad respectiva (Decreto 1743 de 2015), al ingresar al país sin el cumplimiento de los requisitos legales e incurrir en una permanencia irregular.

Consideró que  si bien es cierto el actor tiene los derechos reconocidos a los extranjeros en el territorio nacional, los mismos no son de carácter absoluto.

Relacionó el marco normativo sobre el trámite administrativo migratorio para señalar que una vez  el actor adelante lo pertinente ante la UAEMC, se le expedirá el salvoconducto SC2 que le permitirá permanecer en el territorio nacional,  mientras resuelve su situación administrativa migratoria.  Así mismo, indicó que es necesario que el accionante para lograr hacerse acreedor de su PEP, debía encontrarse inscrito en el Registro Administrativo de Migrante Venezolanos RAMV dentro de los plazos establecidos.  En tal virtud, esa institución no es la encargada de administrar las bases de datos de las personas censadas ya que la función de Migración Colombia es expedir el PEP a aquellas personas que estuvieran incluidas.

Solicitó desvincular a la UAEMC de la presente acción de tutela, por falta de legitimación en la causa por pasiva y no existir fundamentos fácticos o jurídicos que permitan establecer su responsabilidad sobre lo pretendido (Fls. 52-56).

3.3. SECRETARIA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA

Conforme a los diagnósticos señalados por el accionante de hiperplasia de la próstata, trastorno de disco lumbar y otros con radiculopatía y discitis no especificada, y frente a su petición de que se le garanticen los servicios de salud, considera que esa Secretaría no tiene competencia para pronunciarse sobre el trámite de afiliación del actor. 
Explicó que el Permiso Especial de Permanencia PEP es un documento que sirve de identificación a los nacionales venezolanos en territorio colombiano, el cual les permite permanecer en condiciones de regularización migratoria y acceder a la oferta institucional en materia de salud, educación y trabajo, así como a otro tipo de servicios como la apertura de cuentas bancarias, y en esa medida es imperioso que todos los nacionales venezolanas inscritos en el Registro Administrativo de Migrantes Venezolanos cuenten con este documento.

Consideró que la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda no puede hacer ningún trámite de afiliación ni entrega de medicamentos o procedimientos ambulatorios hasta tanto el accionante, regule su situación con Migración Colombia otorgándole un número PEP y demás trámites administrativos para efectuar el ingreso a la base de datos y poder acceder a las ofertas institucionales antes descritas.

Por lo anterior, solicitó la vinculación de la Secretaría de Salud Municipal y o la Dirección Local del respectivo municipio para que se adelante a acatar lo dispuesto en la Ley 715 de 2001 y la Resolución No.0429-2016 frente a su competencia de atención de las urgencias médicos por ser el responsable y competente del prestador primario de los servicios nivel I y II de la población venezolana en condición actual de extranjeros irregular. 

Así mismo indicó que esa entidad territorial está dispuesta a prestar los servicios que requiera el actor de carácter médico catalogado como urgencia médica nivel III como restador de servicios complementarios especializados, es decir, lo que sea de alto riesgo, siempre y cuando los médicos especialistas prescriban lo pertinente (Fls. 62-65).
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 15 de julio del año 2019, el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de la ciudad de Pereira, resolvió negar la tutela de los derechos fundamentales invocados como vulnerados pro el señor Fidel Manuel Polanco Franquinis al considerar que el actor no había cumplido con la obligación de haber concurrido ante las autoridades correspondientes para legalizar su migración en Colombia, pese a que en el fallo de tutela emitido por el Juzgado 2º Penal Municipal con Funciones de Conocimiento de esta ciudad instó al señor Polanco Franquinis que realizara los trámites tendientes a normalizar su presencia en el territorio colombiano, lo que aún no ha hecho, lo que significa que su permanencia sigue siendo irregular (Fls. 84-86).

El accionante fue notificado personalmente del fallo anterior el 24 de julio de 2019 (Fl. 87).

5. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término legal para presentar la impugnación, el 29 de julio de 2019, el señor Fidel Manuel Polanco Franquis allegó un escrito al juzgado de primer grado con el fin de indicar que en abril de 2018 el gobierno colombiano creó el Registro Administrativo de Migrantes Venezolanos RAMV, el cual tuvo como fin que esos ciudadanos que se encontraban viviendo actualmente en Colombia y que tenían vocación de permanecer en el país, ya sea de manera temporal, a mediano o largo plazo, independientemente a que estuvieran regulares o no con el fin de que se registraran allí y de esta forma obtener el permiso especial de permanencia RAMV.

Señaló que desde la primera semana que se habilitó la inscripción en el RAMV, procedió a inscribirse tal y como demuestra en los documentos adjuntos, donde se verifica que desde la Defensoría del Pueblo y la Gobernación de Risaralda se cruzan correos electrónicos y remiten planilla de su registro en el RAMV.  Sin embargo, no pudo obtener de la plataforma el Permiso Especial de Permanencia por fallas en ese sistema.  Por lo tanto, consideró que lo decidido por el A quo adolece de serios vacíos cuando concluyó que no agotó los procedimientos administrativos para legalizar su estadía en el país.
Manifestó que existe una desorganización y falta de engranaje de las entidades estatales por cuanto como se puede ver en los documentos adjuntos, los funcionarios de la Gobernación de Risaralda reconocen su inscripción en el RAMV, por lo que tales demoras, omisiones o torpezas administrativas no pueden ser trasladadas a un ciudadano que pretende legalizar su status migratorio.

Por lo tanto, el actor solicitó que se revoque el fallo de primer nivel para que se ordene a la entidad competente que expida de manera gratuita el permiso especial de permanencia (Fls. 88 y 89).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto

6.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia fue acorde a los preceptos legales y jurisprudenciales o si por el contrario, hay lugar a revocarla de acuerdo a los planteamientos expuestos por la parte impugnante.

6.3. Para arribar a cualquier conclusión, debe señalarse que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción sólo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable”.
6.5.  En un Estado Social de Derecho las decisiones de política pública deben estar encaminadas a asegurar el goce efectivo de los derechos humanos. Esto implica que cada una de las etapas de la política (planeación, implementación y evaluación) debe cumplir con unos mínimos de respeto y garantía, como por ejemplo, la igualdad y no discriminación, el enfoque diferencial o la protección de poblaciones vulnerables. Los planes y programas implementados por los distintos sectores del gobierno colombiano para afrontar la masiva migración de nacionales venezolanos ha intentado cumplir con esta perspectiva. Sin embargo, a través de las acciones de tutela se ha puesto en evidencia (i) una ausencia de conocimiento de las entidades encargadas de ejecutar las medidas y (ii) la falta de coordinación entre los distintos sectores para hacerlas efectivas
. 
6.6.  Ahora bien, en la sentencia T-210 de 2018 la Corte Constitucional puso de presente las principales barreras legales para la protección efectiva del derecho a la salud de la población migrante, entre las que resaltó las cargas que deben asumir los migrantes para regularizar su situación y los trámites sobre el registro civil de los nacimientos de nacionales venezolanos en el territorio colombiano, concluyó lo siguiente: 

“(…) debido a la crítica situación económica y política por la que atraviesa el vecino país y a la precariedad económica en la que se encuentran la gran mayoría de sus nacionales que llegan a Colombia, el cumplimiento por parte de los migrantes venezolanos de algunos deberes que impone la legislación migratoria para lograr su regularización en Colombia y la normativa en salud para lograr la afiliación, resultan ser de difícil cumplimiento. 

Lo anterior, hace improbable entonces que los municipios puedan lograr la materialización del principio de universalización del aseguramiento y, por ende, conseguir la afiliación de toda esta población al régimen subsidiado (artículo 32 de la Ley 1438 de 2011).

Por otra parte, además de presentar múltiples barreras para lograr su regularización y posterior afiliación al SGSSS, la Corte advierte que los migrantes venezolanos en situación de irregularidad no afiliados, si bien generalmente son valorados como ‘población pobre no asegurada’, solamente reciben atención de urgencias por parte del sistema, como se explicará más adelante. Esto puede deberse también a la imposibilidad jurídica y material que actualmente tienen de establecer un domicilio, incluso aquellos migrantes que cuentan con PEP, lo cual a su vez dificulta el cumplimiento de la obligación de los departamentos de financiar con los recursos propios la atención integral en salud de toda la población pobre no asegurada, incluidos los migrantes en situación de irregularidad (artículos 43, 44 y 45 de la Ley 715 de 2001)”.

En resumen, y tratándose específicamente del acceso al sistema de salud de la población migrante en situación irregular, es valioso que el gobierno nacional concentre sus esfuerzos en dinamizar y universalizar el sistema de salud a favor de estas personas, dada la coyuntura del vecino país. Sin embargo, es esencial que estos esfuerzos lleguen efectivamente a los migrantes y esto solo se logra si las instituciones conocen de sus competencias y las publicitan, lo que implica una mayor coordinación y articulación interinstitucional e intersectorial.” (…) (Subrayas nuestras)
6.7.  En el caso sub examine, el impugnante insiste en que el juez de tutela debe ordenar a las entidades accionadas que expidan el Permiso Especial de Permanencia PEP, toda vez que en su momento se inscribió en el Registro Administrativo de Migrantes Venezolanos RAMV, de lo cual aportó una copia (Fl.30). Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-074 de 2019 hizo un recuento de todas las medidas que el Gobierno colombiano ha establecido para remover obstáculos y garantizar una mejor movilidad de quienes provienen de Venezuela y que no cuentan con los documentos que generalmente se exigen para regularizar la permanencia en otro país. En ese sentido, describió la necesidad de expedir los siguientes documentos conforme las respectivas leyes o decretos, así:

-(…) Tarjeta Migratoria de Tránsito Fronterizo entre Colombia y Venezuela, para la cual se exigía indicar datos básicos y presentar un documento de identificación, sin que fuera obligatorio el pasaporte. Sin embargo, esta tarjeta no se consideraba válida para lograr la afiliación del migrante al Sistema de Seguridad Social y tampoco los habilitaba para estudiar, o trabajar
.

· A inicios del año 2017, el Gobierno estableció que los migrantes que pretendieran ingresar a territorio nacional y no contaran con un pasaporte, debían acreditar el Pre-Registro de la Tarjeta de Movilidad Fronteriza (TMF), expedida por Migración Colombia, para luego obtener la Tarjeta de Movilidad Fronteriza (TMF) expedición que dependería de la validación que el migrante entregara al momento de inscribirse
.
· Al expedir la Resolución 5797 de 2017, el Ministerio de Relaciones Exteriores creó el Permiso Especial de Permanencia (PEP) a fin de permitir a los migrantes venezolanos permanecer en el país hasta por dos años de manera regular, tiempo dentro del cual deben realizar el trámite y obtener una visa válida para quedarse en Colombia
. Para obtener dicho permiso, la persona debe: (i) encontrarse en territorio colombiano al momento de la publicación de la resolución; (ii) haber ingresado al territorio por un Puesto de Control Migratorio habilitado, con su respectivo pasaporte; (iii) no tener antecedentes judiciales a nivel nacional e internacional y; (iv) no tener una medida de deportación o expulsión vigente
.
· Posteriormente, el Ministerio antes citado expidió la Resolución 740 del 5 de febrero de 2018, por medio de la cual se estableció un nuevo término para acceder al PEP, a saber, permitió su otorgamiento a quienes a fecha de la resolución se encontraran en territorio colombiano
. El documento es otorgado por Migración Colombia con el objeto de autorizar la permanencia de nacionales venezolanos, pero que no tengan la intención de establecerse en el país
, motivo por el cual, no puede entenderse como una visa.
· El Ministerio de Salud y Protección Social a través de la Resolución 3015 de 2017, incluyó el PEP dentro de los documentos que permiten la identificación de los migrantes ante el Sistema de Protección Social y, por tanto, permite la afiliación al Sistema de Seguridad Social. Sin embargo, según el artículo 3º de dicha resolución, este permiso no crea historial de permanencia en el país necesario para luego cumplir requisitos de domicilio, por lo que no sirve para el respectivo cómputo para obtención de una visa. Además, debe tenerse en cuenta que este se entrega a quienes hayan ingresado a Colombia antes del 2 de febrero de 2018.
· La Resolución 6047 de 2017 del Ministerio de Relaciones Exteriores modificó la clasificación de visas, para establecer 3 tipos, a saber: (i) visa de visitante (tipo V); visa de residente (R) y visa de migrante (tipo M). Esta última se creó para extranjeros que pretenden quedarse en el país, pero no cumplen con los requisitos para otro tipo de visa. Para obtenerla, se debe acreditar alguna de las condiciones que se relacionan en el respectivo artículo 17, como por ejemplo, ser reconocido en Colombia como refugiado; haber registrado inversión extranjera en territorio colombiano o; contar con un trabajo fijo y de larga duración. 

· (…) De conformidad con el artículo 140 de la Ley 1873 de 2017
, que establece que el Gobierno Nacional diseñará una política integral de atención humanitaria en atención a la emergencia social que se viene presentando en la frontera con Venezuela, se expidió el Decreto 542 de 2018, por medio del cual se crea el Registro Administrativo de Migrantes Venezolanos en Colombia (RAMV) a fin de que sirva como insumo para la implementación de la señalada política. El mencionado decreto, establece que el RAMV será diseñado y administrado por la Unidad Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres, a fin de ampliar la información sobre el fenómeno migratorio de la población venezolana hacía territorio colombiano. Tiene efectos informativos y no otorga ningún tipo de estatus migratorio; no constituye autorización de permanencia o regularización; no reemplaza documentos de viaje; ni confiere derechos civiles o políticos. Tampoco permite el acceso a planes o programas sociales u otras garantías diferentes de conformidad con las normas sobre la materia
. En principio, el plazo para llevar a cabo el registro era de 2 meses contados a partir del 6 de abril de 2018, pero podría ser prorrogado si la unidad administradora así lo considera
.  En relación con ello, la Cancillería indicó que deben hacer el registro: (i) los ciudadanos venezolanos que se encuentren viviendo en Colombia con ánimo de permanencia en el país, sea de manera temporal, a mediano o a largo plazo, independientemente de si su permanencia es regular o no y (ii); quienes sean portadores de la Tarjeta de Movilidad Fronteriza (TMF). A su vez, el señalado ministerio sostuvo que el proceso de registro cuenta con el apoyo de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM) y el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR)
.
· El Decreto 1218 de 2018, “por el cual se adoptan medidas para garantizar el acceso de las personas inscritas en el Registro Administrativo de Migrantes Venezolanos a la oferta institucional y se dictan otras medidas sobre el retorno de colombianos”, y a través del cual se indica que el Ministerio de Relaciones Exteriores, por medio de resolución, modificará los requisitos y plazos del PEP para garantizar el ingreso de las personas inscritas en el Registro Administrativo de Migrantes Venezolanos a la oferta institucional.” (Subrayas fuera del texto original)

6.8. De acuerdo con los precedentes jurisprudenciales, para esta Sala el hecho de que el señor Polanco Franquinis hubiera realizado el registro administrativo tal como se observa en el formato que allegó del RAMV, visible a folio 30, ese trámite solo tiene efectos informativos y no le otorga ningún estatus migratorio y por ello no puede decirse que está autorizado para permanecer de forma regular en este país.  De tal manera, que el accionante deberá adelantar el procedimiento administrativo migratorio, tal como lo instó el Juez 2º Penal Municipal de Pereira en el fallo de tutela proferido el 16 de octubre de 2018 a favor del señor Polanco Franquinis (Fls. 15-29), ya que no existe constancia en la foliatura de que el actor haya adelantado esa diligencia o se hubiera afiliado al Sistema General de Seguridad Social en Salud.

6.10.  Así las cosas, el juez constitucional no puede intervenir en este caso específico y pasar por alto trámites legalmente determinados para beneficiar al accionante sin el cumplimiento de las exigencias legales que se han dispuesto para el trámite reclamado, pues acceder a sus pretensiones sería como ir en contra del mismo y a sabiendas de que son de obligatorio cumplimiento no sólo para las instituciones sino para los demás nacionales venezolanos, lo que generaría la vulneración de los derechos a la igualdad y al debido proceso de las demás personas extranjeras de nacionalidad venezolana que han acatado las normas para acceder al PEP RAMV.  Por lo tanto, la Sala considera que las entidades accionadas no han vulnerado los derechos fundamentales invocados por el actor.  Al respecto, la Corte Constitucional en la Sentencia T-130 de 2014, reiteró lo siguiente:

“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991[15]]”[16]..[17]
En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003[18] o la T-883 de 2008[19], al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”[20], ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”[21]. 

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”

6.11.  En cuanto a la protección al derecho fundamental de salud invocado por el accionante, esta Sala advierte que en la sentencia de tutela del 16 de octubre de 2018 emitida por el Juzgado 2º Penal Municipal de esta ciudad se dispuso lo pertinente frente a esta garantía constitucional ordenando lo siguiente en el numeral 2º de dicha providencia: “ORDENAR a la SECRETARIA DE SALUD DEPARTAMENTAL DE RISARALDA que continúe brindando las atenciones en urgencias del señor FIDEL MANUEL POLANCO FRANQUINIS a través de su red de prestadores, como bien lo ha hecho en oportunidades anteriores, hasta cuando éste se encuentre afiliado al Sistema General de Seguridad Social en Salud, así como al registro en el Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales – SISBÉN” (Fl.29 vuelto), y por lo tanto, será ante esa instancia donde el actor deberá presentar cualquier reclamación al respecto. 
Por lo discurrido, esta Colegiatura confirmará la sentencia estudiada.

DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley. 

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia del 22 de julio de 2019, proferida por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Fidel Manuel Polanco Franquinis del Ministerio de Relaciones Exteriores, Migración Colombia UNGRD a nivel nacional y del Eje Cafetero y la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Sentencia T-178 de 2019


� Al respecto, ver sentencia T-210 de 2018.


� Ibíd.


� Artículo 2º, Resolución 5797 de 2017.


� Artículo 1º, Resolución 5797 de 2017.


� Artículo 1º, Resolución 740 de 2018.


� Artículo 3º, Resolución 740 de 2018.


� por la cual se decreta el presupuesto de rentas y recursos de capital y ley de apropiaciones para la vigencia fiscal del 10 de enero al 31 de diciembre de 2018.


� Artículo 2º del Decreto 542 de 2018.


� Ibíd. artículo 3º.


� � HYPERLINK "http://www.cancilleria.gov.co/abc-registro-administrativo-migrantes-venezolanos-colombia-ramv" \h �http://www.cancilleria.gov.co/abc-registro-administrativo-migrantes-venezolanos-colombia-ramv�, consultada el 11 de septiembre de 2018, a las 12:11pm.
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